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          Resumen: El presente artículo de investigación analiza al convenio 

de pago como una herramienta legal dentro del campo de contratación 

pública y su incidencia dentro de la institución contratante como en los 

funcionarios públicos que la implementaron. Esto, a fin de mejorar su forma 

de ejecución y evitar futuras sanciones (civiles, penales y/o administrativas) 

a quienes hayan intervenido en cualquiera de las etapas, sean estas la 
precontractual, contractual y/o de ejecución. 

Se utilizó un estudio descriptivo, con el objetivo de establecer con la mayor 

certeza posible, las causales y requisitos de viabilidad para la aplicación del 

convenio de pago, teniendo como principales fuentes las referencias 

normativas, administrativas y académicas publicadas con relación al tema. 

Los resultados obtenidos indicaron que existen muchas irregularidades al 

contratar un bien o servicio a través de esta figura debido a la poca 

regulación por parte de las autoridades competentes y poco conocimiento o 

diversas formas de apreciación por parte del funcionario.  
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          Abstract: This research article analyzes the payment agreement as a 

legal tool within the field of public procurement and its impact within the 

contracting institution as well as on the public servants who implemented 

it; in order to improve its form of execution and avoid future sanctions 

(civil, criminal and/or administrative) to those who have intervened in any 

of the phases, whether pre-contractual, contractual and/or execution. 

A descriptive study was used, with the objective of establishing with the 

greatest possible certainty, the causes and feasibility requirements for the 

application of the payment agreement, having as main sources the 

normative, administrative and academic references published in relation to 

the subject. The results obtained indicated that there are many irregularities 

when contracting assets or services through this figure due to poor 

regulation by the competent authorities and little knowledge or various 

forms of appreciation on the part of the public servant. 
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INTRODUCCION 

La actual Ley del Sistema Nacional de Contratación Pública y su Reglamento, definen los 

mecanismos, herramientas y modalidades para adquirir bienes y servicios por parte de las 

entidades del sector público sujetas a su ámbito de aplicación, quienes deben observarla de forma 

obligatoria de acuerdo al tipo de contratación que vayan a efectuar. 

En múltiples ocasiones y ante necesidades imperantes, gran parte de las instituciones 

públicas alegando escenarios justificados y excepcionales, han utilizado la figura del convenio de 

pago como una medida administrativa de carácter urgente para cancelar las obligaciones 

generadas por la recepción de bienes y servicios emergentes y cuyos procesos de adquisición no 

siguieron o no se ajustaron las regulaciones de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 

Contratación Pública.  

Cabe destacar que esta figura no se encuentra contemplada en la normativa ut supra pero 

tiene su sustento en varios pronunciamientos emitidos por la Procuraduría General del Estado 

(P.G.E.), dicho órgano, según el literal f) del artículo 3 de su ley orgánica, dispone que el 

Procurador General tiene entre sus funciones: “Absolver, consultas y asesorar a los organismos y 

entidades del sector público, así como a las personas jurídicas de derecho privado con finalidad 

social o pública, sobre la inteligencia o aplicación de las normas constitucionales, legales o de 

otro orden jurídico” (Congreso Nacional del Ecuador, 2008) y en el ejercicio de dicha 

competencia se ha referido en multiplicidad de casos acerca de la aplicación de la figura del 

convenio de pago  como herramienta administrativa contractual en la administración pública.  

Como ejemplo de ello, el oficio No. 05605 de 26 de diciembre de 2011, responde a la 

consulta formulada por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, mediante el cual 

señaló requisitos para su procedencia: “Para que proceda el convenio de pago, en dicho 
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instrumento se deberá determinar: 1) Que existió la necesidad institucional previa, de acuerdo a 

la certificación que otorgue el director del área requirente de conformidad con los planes 

operativos de la entidad; 2) Que los precios que fueron pactados son los del mercado a la fecha 

de ejecución de la obra, prestación de los servicios, o de adquisición de los bienes, 3) Que exista 

constancia documentada de que las obras, bienes o servicios fueron recibidos a entera 

satisfacción por los funcionarios responsables de ese Ministerio, 4) Que las obras ejecutadas, 

bienes adquiridos o servicios prestados fueron utilizados en actividades y funciones inherentes a 

Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos” (Procuraduría General del Estado, 2011). 

Existen referencias normativas relacionadas con el tema que se encuentran establecidas en la 

Constitución de la República, respecto a que ninguna persona puede ser obligada a realizar un 

trabajo gratuito. Adicionalmente, el Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas 

también contiene referencias a la generación de la obligación estatal por recepción de bienes o 

servicios sin el debido compromiso presupuestario; sin embargo, la figura del convenio de pago 

como tal, no se encuentra regulada en ningún cuerpo normativo de la materia pública contractual.  

Por ello, en aras de otorgar un nivel de transparencia en la adquisición de bienes o 

servicios mediante el convenio de pago, aparece por primera vez, una referencia en la normativa 

de contratación pública a través de la Resolución RE-SERCOP-2020-108 y se agregó el artículo 

20.1 a la Codificación y Actualización de las Resoluciones emitidas por el Servicio Nacional de 

Contratación Pública, previamente publicada en la Resolución No. RE-SERCOP-2016-0000072 

de 31 de agosto de 2016. Dicha reforma conmina a  las entidades gubernamentales sujetas a la 

Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, a publicar en el portal institucional 

del SERCOP toda la información sobre los convenios de pago y cualquier instrumento jurídico 

que genere afectación presupuestaria, provenientes de la aplicación del numeral 2 del artículo 
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117 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, disponiendo un término  de diez 

días para cumplir con dicha obligación contados a partir de la suscripción de dicho convenio. 

Consecuentemente, se torna importante analizar los distintos aspectos fácticos y 

normativos que enmarcan la aplicación de la figura del convenio de pago a fin de conocer sus 

principales requisitos de procedencia y debida ejecución, puesto que es una medida utilizada por 

las entidades públicas en aquellas adquisiciones que no siguieron el procedimiento de 

contratación regular por haber existido una necesidad excepcional y que al tratar de satisfacerlas 

mediante las herramientas administrativas ordinarias se tomaría mucho más tiempo del que se 

cuenta, lo que evidentemente podría generar consecuencias perjudiciales para los usuarios y esto 

a su vez, en futuras sanciones para todo el personal administrativo a cargo de la institución.  

De igual forma, resulta muy útil el tratar de determinar las situaciones, ventajas y 

desventajas de la figura en cuestión ya que, al no estar tipificada, la convierte en vulnerable a un 

sinnúmero de apreciaciones según la autoridad o funcionarios de turno en la institución, lo que al 

mismo tiempo la hace muy susceptible para cometer actos de corrupción. Por eso, es menester 

contar con ciertos lineamientos que ayuden al funcionario público, independientemente del área 

que tenga a cargo, para que ejecute los procesos administrativos necesarios de manera correcta, 

sin temor a posibles sanciones civiles, administrativas y/o penales, ya que la mayoría de las 

veces estos procesos terminan en exámenes por parte de contraloría y posibles investigaciones 

por parte de fiscalía. 

El convenio de pago no está previsto en la normativa de contratación pública, por esto su 

aplicación se encuentra fuera de las modalidades ordinarias establecidas para los procesos de 

adquisición. En tal sentido, en dicho pronunciamiento de la Procuraduría General del Estado 

(2011) se concluye que: “(…) es pertinente advertir que el convenio de pago es una figura que se 
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aplica por excepción, cuando por circunstancias ajenas a la voluntad o decisión de las 

autoridades competentes de la entidad, debidamente justificadas no hubiere sido posible celebrar 

un contrato observando todas las formalidades previas (…)”. Con esto, se le da el carácter de –

excepcional-, pero que, de no seguirse estrictamente bajo esta casuística, se incumpliría con el 

deber ser del convenio de pago. 

Es importante recordar que en la época más crítica de la pandemia entre los meses de 

marzo y mayo del 2020, las entidades públicas se declararon en emergencia, situación que 

legalmente les permitía realizar adquisiciones sin las rigurosidades del proceso de contratación 

pública ordinario, fundamentado en la situación sanitaria que atravesaba el país en ese tiempo. 

Sin embargo, posterior a ello a través de los múltiples exámenes especiales de la Contraloría 

General del Estado, la presentación de varias denuncias ciudadanas, las intervenciones de la 

Fiscalía o de nuevas autoridades que llegaban a posesionarse en sus cargos, se descubrió que la 

figura del convenio de pago también era aplicada como un método de elusión a los 

procedimientos ordinarios de adquisición para efectuar compras directas sin seguir el 

ordenamiento general de un proceso de contratación pública, inobservando su característica de 

excepcionalidad y de aplicación debidamente justificada, lo que generó el examen a fondo de 

esta figura abriendo la discusión acerca de su viabilidad y legitimidad. Como se podrá evidenciar 

en el presente artículo, a raíz de estos hechos se generó un temor radical al convenio de pago, 

ocasionando que en la actualidad, muchas veces las instituciones públicas sin importar el tamaño 

o el sector al que pertenecen, al existir necesidad inminente y debidamente justificada como para 

iniciar un convenio de pago, prefieran pausar la prestación de bienes o servicios, a estar 

enfrentando exámenes por parte de contraloría o cargos por parte de fiscalía por haber suscrito 

un convenio de pago. 
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Recordando lo antes expuesto, el pronunciamiento de la PGE determina dos 

características esenciales para su aplicación son la excepcionalidad y la debida justificación, 

mismas que deben ocurrir en el escenario en el que no se haya celebrado el respectivo contrato 

bajo las formalidades establecidas por ley, sin embargo, de acuerdo a la nota de prensa de la 

Revista Vistazo (2021) se evidenciaron recurrentes convenios de pago en las entidades del 

Ministerio de Salud Pública (MSP) y del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) que 

podrían alejarse del criterio de –excepcionalidad-, hecho que también puede atribuirse a 

deficiencias en la planificación de la entidad pública contratante, lo cual englobaría a 

prácticamente toda la estructura organizacional de la entidad, desde el funcionario requirente 

hasta la máxima autoridad. 

La planificación de las adquisiciones de las entidades públicas debe contemplarse dentro 

del P.A.C. (Plan Anual de Contratación), que es el instrumento que contiene las adquisiciones 

relacionadas a los bienes, obras y servicios, incluidos los de consultoría que requieran las 

entidades contratantes en el año fiscal. El P.A.C. incluye la información de los procesos de 

contratación que se realizarán en el año fiscal; el objeto de contratación; el presupuesto 

estimativo de los bienes, servicios u obras a adquirir o contratar; y, el cronograma de 

implementación de dichas adquisiciones, mismo que debe ser aprobado y publicado la máxima 

autoridad o su delegado hasta el 15 de enero de cada año. 

El Reglamento a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública también 

considera que las entidades del sector público puedan modificar el P.A.C. a través de una 

resolución administrativa motivada, siempre y cuando dichas reformas se fundamenten en una 

justificación técnica y económica, o por causas de caso fortuito o fuerza mayor debidamente 

sustentadas. Por lo tanto, es discutible que se atribuya una falta, incorrecta, indebida o errónea 
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planificación para la aplicación del convenio de pago, cuando normativamente existen los 

mecanismos que permiten su ejecución. 

Por tales motivos, debido a que la regulación jurídica del convenio de pago es casi 

inexistente, resulta necesario mediante el presente proyecto de titulación analizar los 

presupuestos emitidos por la Procuraduría General del Estado y los casos existentes en la 

administración pública ecuatoriana, a fin de comprender los requisitos para su viabilidad y las 

ventajas y desventajas que podría otorgar a la gestión administrativa de una entidad pública que 

decide  su aplicación, sin dejar de lado las consecuencias del abuso de dicha figura, desde el 

punto de vista de la contratación pública nacional, revisando los aspectos relacionados con la 

inadecuada planificación como causa de su ejecución y  de la elusión como consecuencia en su 

aplicación. 

REVISIÓN LITERARIA 

La regla general entre particulares, es que las partes firmen un instrumento legal que las 

comprometa a cumplir sus respectivas obligaciones, que serviría para exigirlas en caso de 

generarse controversias en la ejecución de dicho compromiso; este documento se denomina 

contrato, que sería el acuerdo de dos o más voluntades, dirigido a producir efectos jurídicos, tal 

como lo refiere Ambrosio Colín y H. Capitant (1960).  

Dentro de la esfera pública también se celebran contratos, mismos que están encaminados 

a formalizar las adquisiciones de bienes o servicios que requiera la entidad estatal para cumplir 

con sus objetivos en la prestación de servicios públicos. Este tipo de instrumento toma el nombre 

de contrato administrativo, por el hecho de que es celebrado por la administración pública, 

obrando como tal y relacionándose, por este conducto, con los particulares, de acuerdo a Héctor 

Jorge Escola (1977). 
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En Ecuador, existen varios tipos de contratos públicos que tienen como objeto la 

adquisición o arrendamiento de bienes o servicios, y que Daniel López (2017), los clasifica de la 

siguiente manera: 

Contratos financiados con préstamos y cooperación internacional: su objetivo es el 

financiamiento para construcción de obras o compra de bienes, generalmente por medio del BID, 

la CAF, y el Banco Mundial. 

Contratos de emergencia: únicamente en casos justificados normativamente, por 

conmoción nacional o institucional, debido a la imposibilidad de tramitar los procedimientos 

precontractuales comunes, por razones imprevistas y graves que necesiten solventarla de forma 

inmediata para evitar riesgos o mitigar daños. 

Contrato de adquisición de bienes inmuebles: según lo estipulado en el artículo 58 de 

la LOSNCP, para que las entidades contratantes puedan adquirir bienes inmuebles, se sigue con 

el procedimiento de declaratoria pública o de interés social, para que posteriormente la 

institución estatal compre el inmueble. 

Contratación integral por precio fijo: es una de las modalidades contractuales de 

reciente incorporación en la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, 

perteneciente a los Procedimientos Especiales. En Ecuador se emplea principalmente con 

petroleras, constructoras y edificadoras de plantas que comprendan trabajos eléctricos y 

metalmecánicos por rubros establecidos. 

Contrato para la ejecución de obra: el objeto de este tipo de contratos es construir, 

remodelar, reparar, demoler, modificar o mejorar obras ya edificadas, siendo primordial el 

resultado esperado y pactado.  
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Contrato de prestación de servicios: su objetivo es recibir servicios de carácter 

profesional, técnico, económico, industrial, comercial, que se encuentre vinculado con los 

objetivos de la entidad pública contratante. 

En la mayoría de las clasificaciones hechas por la doctrina de contratación pública 

ecuatoriana no se encuentra incluido el convenio de pago, puesto que este instrumento tiene una 

regulación legal escasa, que lo excluye de la clasificación general de los tipos de contratos ya 

estudiados; y, por otra parte, la literatura relacionada con la figura del convenio de pago sigue 

este mismo nivel de carencia, sin embargo, de la revisión de trabajos académicos, se ubica una 

definición que abarca sus características:  

Conceptualmente los convenios de pago son una figura jurídica de aplicación excepcional 

para poder cumplir con las obligaciones adquiridas por un bien, obra o servicio sin la 

suscripción de un contrato, pero que está permitido por normas jurídicas como son el 

Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, la Constitución del 2008, el 

Estatuto de Régimen Jurídico de la Función Ejecutiva normas que garantizan el pago de 

las obligaciones contraídas y que establecen los requisitos para poder cumplir con las 

obligaciones mediante el uso de esta figura jurídica excepcional ya que la primordial es la 

justificación de la prestación del servicio y su recepción satisfactoria por parte de la 

autoridad competente, en la que se manifieste que la obra, bien o servicio recibido fue 

acorde para dar cumplimiento a los fines u objetivos institucionales. (Obando, 2017,  p. 

21)  

Al respecto, la doctrina ecuatoriana señala que: 

De conformidad con el numeral segundo del Art. 117 del Código Orgánico de 

Planificación y Finanzas Pública, el convenio de pago tiene 4 elementos que lo 
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constituyen, es decir, para que éste sea válido y pueda generar un egreso con recursos 

públicos se observarán obligatoriamente estos cuatro elementos: 1.- Cuando se reciban de 

terceros obras, bienes o servicios.- (…) 2.- Adquiridos por autoridad competente.- (…) 

3.- Mediante acto administrativo válido.- (…) 4.- Haya habido o no compromiso previo.-  

(Dávila, 2014, pp. 24-25)  

Con ello se establecen los elementos para su viabilidad que servirán como respaldo de las 

autoridades administrativas competentes que decidan su utilización. 

De acuerdo a Carlos Matus (2014), la planificación significa pensar antes de actuar, 

pensar con método, de manera sistemática; explicar posibilidades y analizar sus ventajas y 

desventajas, proponerse objetivos, proyectarse hacia el futuro, porque lo que puede o no ocurrir 

mañana decide si mis acciones de hoy son eficaces o ineficaces. La planificación es la 

herramienta para pensar y crear el futuro. Aporta la visión que traspasa la curva del camino y 

limita con la tierra virgen aun no transitada y conquistada por el hombre, y con esa vista larga da 

soporte a las decisiones de cada día, con los pies en el presente y el ojo en el futuro. 

A contrario sensu, una deficiente planificación se la puede ejemplificar en situaciones 

como las siguientes:  

Es así como se multiplicaron los casos de escuelas u hospitales construidos sin maestros, 

médicos o recursos para gastos corrientes, infraestructuras costosas y de muy bajo 

impacto, objetivos enunciados sin sustento en análisis de factibilidad rigurosos ni 

traducibles en metas y actividades para alcanzarlos, ambigüedades que no permitían el 

monitoreo o la evaluación rigurosos, etc. (…) (Martínez Nogueira, 2014, p. 24)  

Sin perjuicio de lo anterior y con fundamento en las denuncias de la época más crítica de 

la pandemia en los sectores de salud y de seguridad social, aparecieron posturas detractoras y 
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críticas hacia la figura del convenio de pago, porque se vislumbraba como un método al margen 

de la normativa de la contratación pública estatal, pudiendo considerarse como una figura elusiva 

de dichos procedimientos: 

Entre los resultados obtenidos se determina que la falta de normas y “disposiciones 

jurídicas previas, claras y públicas” sobre el convenio de pago influyen sustancialmente 

en errores y falencias administrativas, en la inobservancia y elución (sic) de los 

procedimientos previstos en la LOSNCP, provocando grandes pérdidas económicas el 

erario fiscal (Silva-Vargas, Ormaza Ávila, 2022, p. 18)  

 

METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 

Teniendo conocimiento de la obligación de las entidades públicas para la publicación de 

los convenios de pago, forma parte de nuestra estructura normativa nacional a partir de la 

expedición de la Resolución RE-SERCOP-2020-108 de fecha 20 de agosto de 2020, se ha 

tomado como fuente el portal institucional del SERCOP a partir del ejercicio fiscal 2021. Por lo 

tanto, teniendo como referencia dicha fuente, el presente trabajo responderá a un estudio 

descriptivo, con el objetivo de establecer con la mayor certeza posible, las causales y requisitos 

de viabilidad aplicados para la celebración del convenio de pago, dentro de un período 

determinado de tiempo y según el número de veces que fue utilizado, considerando lo siguiente: 

• Problemática para su aplicación: inadecuada planificación, 

excepcionalidad, elusión de mecanismos de contratación pública ordinarios. 

• Cantidad: número de veces que el convenio fue utilizado comparado con 

los procedimientos comunes de contratación pública. 

• Tipo de establecimiento por región: Hospitales de las regiones del país. 
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• Montos: revisión de la cantidad monetaria que el Estado gastó por medio 

de esta figura. 

Tabla 1. Hospitales que realizaron convenios de pago periodo 2021-2022 

HOSPITAL DEPENDENCIA REGIÓN OBJETO MONTO CANTIDAD 

2021-2022 

Hospital 

Teodoro 

Maldonado 

Carbo 

IESS-Guayaquil Costa Limpieza y 

Desinfección 

$774,657.53 1 

Hospital Los 

Ceibos 

IESS-Guayaquil Costa Limpieza 

Hospitalaria 

(áreas críticas 

y no críticas;  

$915.292,80 6 

Hospital 

Carlos 

Andrade 

Marín 

IESS-Quito Sierra Seguridad y 

Vigilancia 

Privada 

$116.256,17 1 

Hospital 

General 

Francisco de 

Orellana 

MSP-Orellana Oriente Mantenimiento 

Preventivo y 

Correctivo del 

Parque 

Automotor 

$34.844,84 1 

HOSPITAL 

OSKAR 

JANDL 

MSP- Pto. 

Baquerizo Moreno 

Galápagos _ _ _ 

FUENTE: Sistema Oficial de Contratación Pública 

En la tabla 1 se observa que, de la muestra de los Hospitales escogidos para realizar la 

investigación, en la región insular, el único Hospital que se verificó en el portal del SERCOP no 

tenía datos registrados de convenios de pago publicados. Y que, por otra parte, en Guayaquil los 

Hospitales del IESS tenían un monto mucho mayor destinado a cancelar obligaciones con 

proveedores bajo dicha vía. Un aspecto sustancial por considerar es que los objetos de los 

convenios escogidos como muestreo de la fuente antes citada, tienen su origen en la cancelación 
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de obligaciones generadas por servicios y no por adquisición de medicamentos o insumos 

médicos.  

Dichos servicios se encuadran en la limpieza de las áreas hospitalarias críticas y no 

críticas, seguridad y recolección de desechos, que son actividades que en las casas hospitalarias 

deben estar en constante prestación, sobre todo, cuando en dichos establecimientos se ejecutan 

los servicios de salud de manera permanente e ininterrumpida. Sería totalmente alarmante que un 

Hospital se quede sin recibir dichos servicios, por cuanto de ellos depende la calidad de la salud 

que se le brinda a los pacientes que visitan sus instalaciones. 

Por otra parte, de forma previa a que se publique la resolución del SERCOP, la 

Comisión Nacional Anticorrupción en el año 2018 elaboró dos tablas de los convenios de pago 

que habían ejecutado los Hospitales del IESS en Guayaquil, Teodoro Maldonado Carbo y los 

Ceibos, de acuerdo al siguiente detalle: 

Tabla 2. Convenios de pago realizados por hospitales IESS Guayaquil año 2018 

HOSPITAL DEPENDENCIA REGIÓN OBJETO MONTO CANTIDAD  

Hospital 

Teodoro 

Maldonado 

Carbo 

IESS-Guayaquil Costa Múltiples $ 100.000.000,00 141 

Hospital Los 

Ceibos 

IESS-Guayaquil Costa Múltiples  $ 37.600.000,00 103 

TOTAL $ 137.600.000,00 244 

FUENTE: Comisión Nacional Anticorrupción 

De esta tabla hace alusión a 34 proveedores que trabajaron bajo esta modalidad con 

ambos hospitales, considerándose sus mayores proveedores al percibir 80.2 millones de dólares 
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(véase tabla 3). Es decir, el 58% del valor total destinado a los convenios de pago por ambos 

nosocomios en año 2018.  

Tabla 3. Montos adjudicados a los mismos proveedores de ambos hospitales 

FUENTE: Comisión Nacional Anticorrupción 

 

ANÁLISIS DE RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

De esta forma, se evidencia que previo a la expedición de la Resolución RE-SERCOP-

2020-108 de fecha 20 de agosto de 2020, de acuerdo al informe de la Comisión Nacional 

Anticorrupción solo en el año 2018, los montos que manejaban los Hospitales de Guayaquil de 

Los Ceibos y Teodoro Maldonado Carbo del IESS, eran exageradamente superiores antes de la 

vigencia de dicha norma, según los convenios de pago que se encuentran cargados en la 

plataforma creada por el Servicio Nacional de Contratación Pública para su respectiva 

publicación. 

Asimismo, y como fue de conocimiento público a través de medios de prensa como El 

Telégrafo (2020), estos casos fueron llevados tanto a contraloría como a fiscalía, en donde la 

primera determinó un perjuicio al Hospital Teodoro Maldonado Carbo por 32 millones de 

dólares (12 millones en sobreprecios y 20 millones en exceso de compras) por lo que siete 

funcionarios fueron procesados por peculado en instancias judiciales.   

 

HOSPITAL DEPENDENCIA AÑO MONTO 

Hospital de Especialidades  

Teodoro Maldonado Carbo 

IESS-Guayaquil 2018 $ 64.428.790,83 

Los Ceibos IESS-Guayaquil 2018 $ 15.832.676,09 

TOTAL $ 80.261.466,92 
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Los resultados ponen de manifiesto la gran desproporción que existió en la utilización de 

la figura de convenios de pago en el sector salud y de la seguridad social antes y después de la 

vigencia de la normativa que dispone publicar dichos instrumentos que no eran considerados 

como el método ordinario en la contratación pública ecuatoriana.  

 La regla general entre particulares, es que las partes firmen un instrumento legal que las 

comprometa a cumplir sus respectivas obligaciones, que serviría para exigirlas en caso de 

generarse controversias en la ejecución de dicho compromiso; este documento se denomina 

contrato, que sería “el acuerdo de dos o más voluntades, dirigido a producir efectos jurídicos” tal 

como lo refiere Ambrosio Colín y H. Capitant (1960).  

El sector público es regido por el Derecho Administrativo, y según Jaramillo Ordoñez 

(2014): “Entendemos por contrato administrativo el que celebra la administración con un 

particular para la ejecución de un contrato”. Por lo tanto, haciendo referencia una vez más al 

Oficio No. 05605,  en la contestación a la consulta planteada por el Ministerio de Justicia, 

Derechos Humanos y Cultos, se delimitó la característica principal de esta figura al advertir que: 

El convenio de pago es una figura que se aplica por excepción, cuando por 

circunstancias ajenas a la voluntad o decisión de las autoridades competentes de la 

entidad, debidamente justificados, no hubiese sido posible celebrar un contrato 

observando todas las formalidades previas (Procuraduría General del Estado, 2011).  

En consecuencia, debido a la cantidad económica de los montos erogados por las 

entidades mostradas en las tablas de investigación, es cuestionable que hayan aplicado dicha 

figura bajo el carácter de la excepcionalidad y que no se haya considerado dichos gastos en la 

respectiva planificación anual. 
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CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

Se puede colegir que el convenio de pago estatal se constituye como una figura de 

carácter excepcional para extinguir obligaciones adquiridas por una entidad pública, cuando 

dicha obligación no ha sido generada por un proceso de adquisición de los establecidos por la 

Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, siempre que concurran los 

requisitos establecidos por la Procuraduría General del Estado en sus pronunciamientos. 

De ellos, en la práctica se evidenciaron dos rasgos principales, que son la 

excepcionalidad y la falta de utilización de las modalidades de contratación pública previstas en 

la ley, sin embargo, estas características pueden ser generadas por una inadecuada planificación. 

Esta inadecuada planificación podría acarrear un desembolso innecesario de recursos 

estatales o un desaprovechamiento de recursos por efectuar desembolsos que no vayan acorde a 

lo que una entidad pública realmente necesita adquirir, por lo tanto, es preponderante que al 

momento de determinarse los requerimientos de necesidades de las adquisiciones de la entidad, 

se realice por parte de los funcionarios competentes un análisis exhaustivo con índices 

cuantitativos y cualitativos sobre aquellos bienes o servicios que la entidad contratante realmente 

requiera comprar para cumplir con sus fines. 

Consecuentemente, la literatura relacionada con el convenio de pago, no solamente se ha 

limitado a establecer los elementos y características esenciales para su aplicación, sino que 

también otorgan el contexto que nos lleva a comprender las causas y consecuencias de su 

adopción en la esfera pública de la contratación estatal. No obstante, en la bibliografía consultada 

no se analizan las ventajas en la aplicación de esta figura, mismas que consisten en la reducción 

de tiempos para recibir bienes, obras o servicios cuando por alguna particularidad, sea 

excepcionalmente necesaria su adquisición de forma inmediata, sin que se deba esperar los 
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tiempos ordinarios que establece la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública 

y su normativa vinculante; también como aspecto positivo de la aplicación de esta figura, es que 

coadyuvará a elevar el porcentaje de ejecución del presupuesto asignado al momento de pagar las 

obligaciones que fueron parte del convenio de pago, demostrando una acertada gestión de 

recursos financieros en la entidad traducida en la satisfacción de necesidades institucionales 

reales; además que debido a que la obligación reconocida por la entidad para con el proveedor, 

se evitan procesos judiciales de cobro con intereses que incluso podrían acarrear 

responsabilidades administrativas o civiles para los servidores que no honraron estas deudas 

adquiridas.  

Por tales motivos, será recomendable que toda entidad pública, autoridad competente y 

servidores estatales que participen en la aplicación esta figura, observen el carácter de 

excepcionalidad con su respectiva motivación y descargo; y, sobre todo, analicen su práctica 

desde el enfoque de la necesidad institucional, siempre que hayan efectuado una adecuada 

planificación anual desde el inicio del ejercicio fiscal. 
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